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¿Y los juristas? Diríase que son obreros del derecho. También esto está bien. El 

parangón del derecho con una manufactura es cómodo y nada tiene de casual: los 

juristas son los que fabrican el derecho. Obreros, bien está; pero obreros calificados, y 

tan es así, que antes de fabricarlo, lo estudian; lo estudian precisamente en la 

Universidad. Basta, sin embargo, una mínima experiencia para demostrar que a 

fabricar el derecho concurren también obreros no calificados; en efecto, las leyes se 

hacen en los parlamentos, y hoy los parlamentos, más todavía con el sufragio universal, 

no le componen únicamente de juristas. Verdad es que los proyectos sobre los cuales 

discute y delibera el parlamento, los preparan casi siempre juristas; pero a menudo 

esos proyectos se modifican; y de todos modos, los no juristas, aun cuando no forman 

por sí solos las leyes, ciertamente cooperan a su formación. Ocurre incluso en este 

procedimiento lo contrario de lo que vemos en las fábricas, en las cuales los peones 

ejecutan las órdenes de los albañiles; en efecto, en el parlamento son los peones los que 

predominan o pueden predominar por lo menos. Las leyes, pues, están hechas, si no 

precisamente solo, por lo menos también por hombres que no han aprendido a 

hacerlas. 

Francesco Carnelutti, Como nace el derecho 

 

 

Cuando los dirigentes se convierten en postores de una subasta de popularidad, su 

talento no será de provecho para la construcción del Estado. Se convertirán en 

aduladores en vez de legisladores; en instrumentos del pueblo en vez de guías. Si 

alguno de ellos propone, por ventura, un plan de libertad sobriamente limitado y 

definido con garantías adecuadas, inmediatamente será sobrepujado por sus 

compatriotas que presentarán algo más brillante y popular. Se levantarán sospechas 

respecto a su fidelidad a la causa. La moderación será estigmatizada como virtud 

cobarde, y el compromiso como prudencia de traidores. 

Edmund Burke, Reflexiones sobre la revolución francesa.  

 

 

El humanismo solo informará el tratamiento de los delitos cuando haya penetrado a 

fondo en las leyes penales mismas, y la reeducación de muchos delincuentes sólo será 

viable cuando vaya precedida por una reeducación de la propia ley. 

Antonio Escohotado, majestades crímenes y víctimas.  

 

 

La gente es hábil para hacer el mal con sus manos. El funcionario  

exige dinero y se soborna al juez. Los líderes importantes hacen las leyes a su 

conveniencia y todas ellas se cumplen. 

Miqueas 7:3 (Versión PDT)
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INTRODUCCIÓN 

Se afirma desde los comienzos de la filosofía griega, que uno de los métodos 

fundamentales utilizados por Sócrates para alumbrar ideas, consistía en la formulación 

de preguntas a sus interlocutores de tal manera que ellos mismos se liberaran de lo que 

decían ignorar. El nombre de este método fue reconocido como mayéutica (“maietikos”), 

la que, curiosamente proviene del griego μαιευτικη con el que se describía la labor de 

ayuda realizada en el proceso de parto por la comadrona o partera. Así, mientras estás 

ayudaban a otras madres en su proceso de parto para dar a luz a hijos de otras mujeres, 

Sócrates ayudaba a otros sujetos para que dieran a luz sus ideas.  

Al intentar explicar los orígenes que justificaron esta investigación, nos dimos 

cuenta que detrás de sus manifestaciones yacía el reflejo de unas preguntas base que, a 

título de introspección nos vinimos formulando y que en su ejercicio pretendimos rastrear. 

De esta manera, dentro de los primeros cuestionamientos que nacieron se encontraron 

asuntos dirigidos a determinar, si las decisiones que toma el legislador penal al momento 

de adoptar, crear, suprimir o modificar un delito o una pena, son racionales, si el 

fundamento de esas decisiones suele estar sustentado, si, cuando decide acudir al ejercicio 

del ius puniendi estatal ha analizado previamente la existencia de otras vías de 

intervención, y cuál podría ser el alcance de optar por una u otra alternativa. Las 

respuestas –casi– automáticas que surgieron a estas dudas, tristemente resultaron 

estruendosamente negativas. Por lo tanto, podríamos sostener que tales deficiencias 

envuelven el germen de lo que la doctrina ha reconocido como crisis de la ley.  

En consecuencia, en el proceso de identificar las posibles respuestas a estos 

interrogantes, fueron surgiendo inevitablemente nuevos cuestionamientos, los que poco 

a poco nos fueron arrastrando hacia la identificación de su raíz histórica para, a partir de 

allí, procurar rastrear sus causas, ambivalencias, posibles mutaciones y transiciones con 

base en el cambio de modelo de Estado, de la confianza en el mito del legislador racional 

y, si al margen de esta crisis, como resultado de esta confianza, también existió –y existe– 

una crisis del legislador. Sobre estos aspectos nos ocupamos en el primer capítulo, 

analizando, concretamente si para el caso del derecho penal, este proceso de decadencia 

lo ha alcanzado; si las cuestiones que han hecho crisis en otros sectores del derecho, 

corren igual para las políticas penales, si el edificio dogmático creado desde el periodo 

ilustrado, fincado en principios de garantía indisponibles se mantiene, si la actual 

sociedad del riesgo, la proliferación legislativa, la injerencia del poder ejecutivo, la 
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administrativización y sobreconstitucionalización de las leyes, permiten su 

sostenimiento. 

El segundo y el tercer capítulo se encuentran divididos en dos partes. La primera 

parte de ambos capítulos revisa el ser y el deber ser del proceso legislativo penal en 

España y en Colombia. En este ejercicio se revisan los aspectos teóricos sobre quiénes 

están legitimados para presentar iniciativas legislativas penales, los requisitos formales y 

sustanciales para poder hacerlo, el trámite que se surte en las Cámaras parlamentarias de 

ambos estados, el procedimiento interno, las discusiones y trámite para que una iniciativa 

penal se transforme en Ley, y las posibles deficiencias procedimentales que pueden 

presentarse. En desarrollo de ese ejercicio mayéutico al que hicimos referencia desde el 

inicio, brotaron preguntas acerca de, ¿cómo se hace una ley?, si esa ley, como en el caso 

del derecho penal, tiene la posibilidad de restringir o comprometer derechos y garantías 

ciudadanas, ¿el procedimiento legislativo es el mismo? ¿Cuál es la diferencia? ¿Se ha 

variado el método de lecturas que se aplicaba desde los tiempos ilustrados? ¿en qué ha 

variado? ¿Cuántas fases componen el proceso legislativo? A efectos del debate legislativo 

y el control de constitucionalidad ¿posee alguna relevancia lo que sucede antes de la 

presentación de la iniciativa? ¿Existen -y de existir- son suficientes las reglas que 

disciplinan el trámite legislativo, especialmente en el ámbito político criminal? Por el 

momento anunciemos que las reglas que disciplinan el proceso legislativo se antojan 

insuficientes, pues no se controla el ejercicio de la fase prelegislativa; no se restringe el 

acceso a iniciativas legislativas sin sustento empírico; se permite la creación de 

legislación de ceño fruncido al delincuente, de simple contenido simbólico; no se verifica 

la satisfacción de requisitos referidos al cumplimiento de un plan de acción con objetivos, 

metas, y análisis de alternativas y, dentro de la fase legislativa se enfatiza el debate 

político y se deteriora el componente técnico, prevaleciendo frecuentemente el argumento 

de la aplicación de la regla de mayorías, sin siquiera ofrecer razones que le den 

fundamento, y que correlativamente justifiquen la decisión por la que se descarta la 

posición de las minorías.  

Para la confirmación de este diagnóstico, en la segunda parte de los capítulos 

segundo y tercero, tomamos como caso de estudio el trámite legislativo surtido en España, 

y los intentos realizados en Colombia para la incorporación de la prisión permanente 

revisable (PPR). Allí surgirán como actividad recurrente del legislador, el uso de la 

iniciativa para fines políticos o electorales, la frecuente invocación a las víctimas y a la 

sociedad, en uso de un uso -como mantra- del argumento de tolerancia cero, y la 
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invocación permanente de una sensación de miedo al delito. Aunado a estos factores 

refulgirá la materialización de un desinterés por atender la opinión experta, y la aportación 

del interesado en el éxito de la iniciativa por ofrecer información frecuentemente sesgada, 

desactualizada, o sin sustento.  

La fase postlegislativa tanto para el caso general (primera parte), como para el 

caso particular (segunda parte) de ambos capítulos, demostrará que los tribunales 

constitucionales mantienen una excesiva deferencia al legislador más que a su producto 

(la Ley); yendo incluso, en ocasiones, en contra de su jurisprudencia; quedándose corta, 

a veces, o simplemente no interesándole hacer exigible el cumplimiento de sus decisiones, 

y en otras, incurriendo en su labor de intérprete, en desbordamientos de  los límites 

constitucionales que la carta fundamental le impone. Complementariamente, desde el 

nivel postlegislativo, no se advierte la realización de ejercicios de evaluación legislativa, 

lo que impide que las fases del ciclo legislativo (fase prelegislativa, legislativa y 

postlegislativa), consigan ser circulares. 

En el último capítulo de la investigación, como propuesta de mejora formularemos 

la necesidad de reconocer una vuelta a la teoría de la legislación y sus componentes 

(técnica, táctica, metódica y analítica de la legislación), adoptando por tanto una posición 

maximalista de esta teoría, y explicando las razones por las que así lo consideramos 

necesario. Luego pondremos de relieve la necesidad de la racionalización del debate 

legislativo, tomando como punto de adhesión los cinco niveles de racionalidad propuestos 

por el profesor Manuel Atienza, con los ajustes adoptados para el derecho penal por el 

Profesor José Luis Díez Ripollés. Finalmente, teniendo en cuenta que lo que se pretende 

es la operatividad de estas racionalidades en el proceso legislativo, advertiremos que su 

aplicación se desenvuelve en un medio esencialmente político y no técnico, por lo que, 

haciendo parangón con los elementos que describe la teoría de juegos, describiremos los 

elementos que componen este juego (el legislativo), identificando escenarios, jugadores, 

estrategias, información, movimientos y beneficios perseguidos por los intervinientes, 

para luego poner en evidencia la necesidad de establecer o ajustar, mediante reglas, los 

principios que componen los niveles de racionalidad legislativa sobre la base de la 

creación y/o fortalecimiento de las reglas vigentes que disciplinan el juego legislativo, 

tanto en fase legislativa, como en las fases primaria (prelegislativa) y final 

(postlegislativa) del ciclo legislativo, sin desconocer el reconocimiento del criterio 

democrático (democracia participativa) y, especialmente, la necesidad de exigir dentro de 
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estas reglas, la relativa a la justificación de las decisiones que, en antecedente-

consecuente, se surten en cada fase.  

En suma, podríamos preguntarnos, si a los jueces y a los operadores jurídicos al 

momento de adoptar sus decisiones se les exige que fundamenten y justifiquen el aserto 

de sus conclusiones, y el soporte legal en que se apoyan, ¿por qué razón al legislador, en 

su condición de creador de la ley no se le exige un baremo similar?  

El control al cumplimiento de estos requisitos deberá ser transversal, por lo que, 

como se advierte en esta investigación, el reconocimiento de estas reglas constituirá un 

vademécum instrumental para la racionalidad legislativa penal, que deberá satisfacerse 

en sede prelegislativa, exigirse en fase legislativa, y verificarse en el estadio 

postlegislativo. 
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CONCLUSIONES 

Al iniciar esta investigación planteábamos la manera como había surgido nuestro interés 

por abordar la temática planteada. Comenzamos diciendo que nuestras impresiones 

habían surgido a partir de preguntas que, en un juicio de introspección y a manera de 

ejercicio mayéutico, habíamos intentado rastrear sus respuestas. Es momento ahora, en 

esta etapa conclusiva, de establecer si nuestros cuestionamientos fueron satisfechos: 

I.  En primer lugar, se tomó el periodo de la ilustración como punto de partida para 

identificar las causas de la crisis de la ley, en atención a que antes de esa época el 

gobernante es la manifestación misma del poder, el cual le viene dado por mandato 

divino, y no por reflejo y representación de los intereses de sus representados. Por lo 

tanto, no es técnicamente viable hablar de la existencia de un Estado legislador antes de 

ese periodo. Es a partir del pensamiento de las luces, de la idea de modernidad y de la 

necesidad de racionalización, que se reconoce al pueblo como soberano y no como 

súbdito, surgiendo por tanto la necesidad de crear leyes generales y abstractas que regulen 

las relaciones entre individuos, y con el Estado. 

Los ideales de generalidad, abstracción y completitud de las normas, consigue su cenit 

con las codificaciones (incluida la penal), creyéndose que con estos textos es posible 

compilar y capturar la totalidad de los modos de regulación de las relaciones sociales. 

Teniendo en cuenta la transición hacia la ciencia –antónimo de lo místico y lo religioso– 

como guiadora de la razón, se crea un edificio dogmático robusto, que, en muchos casos, 

para ser considerado ciencia, deberá desmarcarse de pasiones, coyunturas y 

subjetivismos; lo que en el fondo conllevará a un cerrar de ojos a las realidades sociales 

que lo rodean.  De esta manera, la ciencia del derecho en general, y del derecho penal en 

particular, obtiene un formidable afinamiento en cuanto a sus estructuras, y 

correlativamente, como consecuencia del fortalecimiento de las teorías positivo 

formalistas, y voluntaristas sobre el concepto de ley, brota el desinterés por la ciencia de 

la legislación, al ser el proceso legislativo, un asunto rodeado de pasiones y 

subjetividades, es decir asunto diferente al dogma, y por tanto a lo que se entiende por 

ciencia. 

II. De la mano de este proceso, en ebullición se ciernen otras cuestiones: La decadencia 

del mito del legislador racional, las crisis generadas a raíz de los cambios del modelo de 

Estado y para el caso del derecho penal, la llegada de la conocida sociedad del riesgo. En 

cuanto al primer aspecto (el mito del legislador racional), surge un paulatino desencanto 
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al hacerse evidente que el ideal contractualista del reflejo del querer ciudadano por su 

representante, como espejo de la volonté générale quien le concede ese poder delegado, 

no coincide con la realidad, dimanando además una crisis del legislador. Al hilo de esta 

realidad, como segundo punto, la llegada del Estado burgués y sus pretensiones de liberté, 

et égalité devienen solo formales, notándose en la sociedad el surgimiento de grandes 

capas de pobreza, y el acaparamiento de la riqueza en unas pocas manos. Desde el 

ejercicio el ius puniendi, esta desigualdad genera la penalización de conductas contra de 

la propiedad privada, lo que en el fondo conlleva el germen criminalizador de sectores 

marginados de la sociedad. Este escenario obliga a un nuevo cambio de modelo de Estado, 

pasando de uno no interventor, a uno de corte asistencialista, con el que se pretende dar 

cobertura a sectores sociales desamparados. Surge así el modelo de Estado social, y con 

éste la generación de una macrocefalia estatal burocratizada con la que se aspira hacer 

frente a todas las medidas bienestaristas que resulten necesarias. Cobra así 

preponderancia el poder ejecutivo, y se aminora el legislador, pues, ante la necesidad de 

creación normativa permanente, de diverso tipo, rango y especialidad, el otrora poder 

ejecutor, se muestra mejor adaptado para hacer frente al nuevo esquema interventor. En 

esta fase se acentúa la proliferación legislativa, la que se contagia de elementos que llevan 

a su hipertrofia1 e hipostenia 2, debilitando los ideales ilustrados de generalidad, 

uniformidad y abstracción.   

III. Para el derecho penal, una de las mayores conquistas conseguidas en el periodo de 

las luces coincidirá con el reconocimiento de la lex praevia, siendo en ese mismo periodo 

que se reconozca que su aplicación deviene insuficiente. A partir de allí, a esta condición 

se le adicionarán otros elementos que, a título de principios deberán ser honrados antes, 

durante y después de todo procedimiento que lleve a una condena. Estos principios serán 

los de necesidad, ultima ratio, proporcionalidad, responsabilidad por el hecho, presunción 

de inocencia, actividad probatoria, defensa y debido proceso. La llegada de la sociedad 

del riesgo y el surgimiento de los peligros propios de la sociedad postindustrial facilitan 

–al igual que en los demás sectores– en esta parcela del derecho, un nuevo protagonismo 

al Ejecutivo. 

De esta manera, ante la necesidad recurrente de urgente intervención ante los peligros, 

su poder interventor se activa por vía reglamentaria, ora, por los cauces parlamentarios, 

quienes ahora son vistos, en deformación de su actividad, como simple «correa de 

 
1 ZAGREBELSKY, Gustavo, El Derecho Dúctil, op. Cit., p. 27-28. 
2 Vid. PÉREZ LUÑO, Antonio Enrique, El desbordamiento…, p. Cit., pp. 115-117 
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transmisión» del querer gubernamental. El efecto de este legislador acompañante 

ocasiona un adicional elemento a la crisis legisladora al acarrear pobreza en los debates, 

irracionalidad discursiva, ausencia o carencia de justificación, decisiones sin sustento, y 

una aparente negociabilidad de los principios que vertebran los aspectos sustanciales y 

adjetivos del procedimiento penal. De manera paralela, por vía de legislación dispersa y 

de diverso calibre se regulan conductas represoras por vía de remisión con el fin de 

complementan, e incluso suplir el tipo, poniendo en entredicho el entonces bien 

ponderado principio de legalidad.  

IV. Aunado a las causas que en caldo de cultivo se fueron sumando a la crisis de la ley 

y a la crisis del legislador, un nuevo elemento se añade a partir del surgimiento de las 

nuevas constituciones estatales: La sobreconstitucionalización, o mejor, la aparente 

amenaza de inconstitucionalidad de la ley, ocasionada como fruto de los excesos del 

legislador y del poder ejecutivo, trayendo como efecto pendular la translación de la 

confianza ciudadana hacia el poder judicial, y especialmente al Juez Constitucional, 

quien, en ejercicio de su función de guarda del texto supremo, fijará las bases que, en 

acuerdo de mínimos y máximos le son permitidos a todos los poderes públicos. En 

desarrollo de esa función de vigía constitucional fijará el ámbito de intervención y los 

límites a los derechos y garantías, y establecerá el alcance de las reglas y principios fijados 

en la Constitución. Como lo demostraremos más adelante, su poder regulador rayará en 

ocasiones con excesos de interpretación, y en otros con el excesivo formalismo y la 

deferencia al legislador, más que a su producto.  

V. En la primera parte del capítulo II nos ocupamos de revisar la teoría y la práctica 

del proceso legislativo penal, y de los facultados para presentar iniciativas de este tipo en 

España. Respecto del segundo punto, de manera general, si se revisa el texto 

constitucional y los reglamentos parlamentarios encontramos que éstos per se no 

excluyen la posibilidad de presentación estas iniciativas a ninguno de los sujetos 

legitimados para hacerlo (Gobierno, Corte Generales, CCAA y pueblo); sin embargo, si 

revisamos el artículo 87.3 de la CE, y lo asociamos con la postura mayoritariamente 

aceptada por el legislador, la doctrina y el TC (tramitación de leyes penales por vía 

orgánica), encontraremos una explicita exclusión a la presentación de iniciativas 

legislativas populares (ILP) de contenido político-criminal. Esta situación evidencia 

residuos de desconfianza hacia la ciudadanía y establece una autorización simplemente 

aparente en favor del pueblo en el ejercicio de los procesos participativos. Por lo tanto, 

de lege ferenda constitucional proponemos la superación de esta desconfianza y el 
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fortalecimiento de ese poder de iniciativa, como manifestación del carácter democrático 

que se reconoce al actual modelo de Estado, creando condiciones y requisitos que 

racionalicen este proceso. De hecho, si se revisan las discusiones parlamentarias al 

proyecto de Constitución encontramos que en ninguna parte se propuso restricción alguna 

a la posibilidad de iniciativa legislativa popular en materia de ley orgánica, siendo en el 

dictamen de la comisión mixta Congreso-Senado donde se agregó esta restricción 

incurriéndose en una extralimitación funcional a la conferida en la Ley de reforma 

política. En materia penal esta talanquera se ha estimado favorable, con el argumento de 

la evitación del populismo punitivo. No obstante, la realidad demuestra un populismo por 

goteo que, pese a la restricción de ILP penales permite una intervención opaca de sectores 

poderosos, medios de comunicación y grupos de presión, quienes, ante la no regla inciden 

decisivamente en la formación de la voluntad ciudadana, y en la decisión normativa.  

VI. En cuanto a la teoría y la práctica del proceso legislativo penal español, lo primero 

que es preciso señalar es que éste se compone de fase y subfases, en las que discurre el 

proceso (como fuente) y la ley (como producto). Desde el punto de vista dogmático, el 

énfasis se ha centrado en el producto, olvidando la manera como se desarrolla, como si 

éste no comprometiera el resultado final.  Por lo tanto, asumiendo la posición propuesta 

por un sector doctrinal, consideramos necesario el reconocimiento del proceso legislativo, 

más allá de lo que sucede en el Parlamento; por lo tanto, reconocemos como parte del 

circuito legislativo la existencia de una fase previa o prelegislativa, una legislativa, y una 

de estirpe postlegislativa3, las cuales se encuentran compuestas de fases y momentos 

internos que como estática y dinámica4 legislativa deben ser reconocidos, visibilizados y 

regulados, pues su no reconocimiento, no lleva a su no existencia5, sino a un ejercicio 

subrepticio que le permite una injerencia desbocada. 

VII. En el caso español, una aproximación a esa visibilización y necesidad de 

regulación se refleja en el artículo 88 de la CE, donde, ante el mayor poder de intervención 

 
3 Vid. ATIENZA, Manuel, Contribución a una teoría de la legislación, Madrid, Civitas, 1997; DÍEZ 

RIPOLLÉS, José Luis, Op. Cit.; GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Piedad, la iniciativa legislativa del 

Gobierno, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2000; BECERRA MUÑOZ, José, Op. 

Cit.; RODRÍGUEZ FERRÁNDEZ, Samuel, Op. Cit. Cfr. LOSANO, Mario, Analisi empírica e analisi delle 

procedure guiridiche, en AA.VV. Società norme e valori, studi in onore di Rento Treves, (Eds. Uberto 

Scarpelli, Vincenzo Tomeo), Milán, Guiffrè, 1984, pp. 359-381. 
4 Vid. ATIENZA, Manuel, Contribución…, op. Cit. pp. 58-71. 
5 A título enunciativo, podemos relacionar la influencia ejercida por los grupos de presión, el mayor poder 

de influencia y éxito de las iniciativas gubernamentales desde tempranas fases, la menor capacidad del 

legislador para variar ese contenido, la implantación de la disciplina de partido, la prevalencia de la opinión 

de la bancada por sobre la del parlamentario, y el énfasis dado al voto, por encima de la opinión y la 

discusión parlamentaria. 
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otorgado al Ejecutivo por la Constitución, se decide también evitar su abuso, mediante la 

creación de un primer filtro justificador desde temprana fase (etapa prelegislativa). Este 

requisito podría extenderse a los demás facultados con iniciativa legislativa, variando su 

intensidad de acuerdo de donde proceda. Para el caso los requisitos impuestos al 

Ejecutivo, estos fueron complementados por la Ley del Gobierno, y luego por la Ley del 

Régimen jurídico del Sector Público–LRJSP al incorporar los principios de buena 

regulación (necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y 

eficiencia), acompañados del cumplimiento de los documentos expositivos y preceptivos 

referidos en la MAIN. La positivización de estos principios aspira a ser la ruta asfaltada 

hacia la mejora del producto legislativo, y una posible respuesta a la petición de la 

doctrina6 por lograr la racionalización del proceso de elaboración de la Ley desde fase 

incipiente.  

VIII. En sede legislativa, se sugiere que la Mesa del Congreso, en ejercicio de su 

función de calificación y admisión a trámite de la iniciativa legislativa penal, ejerza un 

«control de legalidad formal»7 que, sin prejuzgar la iniciativa, verifique la satisfacción de 

los antecedentes necesarios para su pronunciamiento (artículo 88 CE), para que, en caso 

de incumplimiento evite la continuación hacia fases más avanzadas del procedimiento 

hasta su subsanación, so penal de rechazo. Superada esta etapa, se observa que la 

diferenciación entre proposiciones de ley y proyectos de ley posee efectos importantes en 

el trámite de las iniciativas legislativas, y que, pese a ello, la doctrina no ha elevado mayor 

pronunciamiento8. Aquí se otorga, en el fondo, un trato preferente a los proyectos de ley, 

que va más allá de la priorización para su impulso. Este filtro adicional corresponde a la 

toma en consideración, el cual se establece para las proposiciones de ley y que constituye 

una latente posibilidad de exclusión de iniciativas no gubernamentales bajo el ropaje del 

análisis sobre «la oportunidad, los principios o el espíritu»9 de la iniciativa, lo que en 

realidad constituye el establecimiento de dos filtros diferenciados: Uno de calificación y 

admisión (formal) a trámite por la Mesa del Congreso, y uno de tipo político, con el que 

se define su admisión y envío a la Comisión de Justicia. El actual modelo ha sido 

 
6 Vid. GARRIDO MAYOL, Vicente, El control extrajudicial de la actividad normativa del Gobierno, en 

Anuario de Derecho Parlamentario, No. 30, 2018, pp. 101-143; AA.VV. La elaboración de las leyes 

penales en España, op. Cit., DÍEZ, RIPOLLÉS, José Luis, Identificación de las necesidades del proceso 

legislativo penal desde la óptica académica. Especial consideración del papel de los servicios de apoyo 

parlamentario, p. 24. 
7 Tribunal Constitucional, Sección Segunda. Auto 428/1989, de 21 de julio de 1989. 
8 Posiblemente, por el mayor poder que desarrollan las iniciativas legislativas provenientes del Gobierno. 
9 Del que la doctrina ni la jurisprudencia ha fijado los contornos sobre lo que deben contener. 
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implantado reglamentariamente, y permite el descarte de la proposición de ley con el 

mero argumento de que el contenido de la propuesta de legislación no se adecúa a la 

oportunidad, los principios o el espíritu de la posición ideológica mayoritaria; por lo tanto, 

de nuevo, si reconocemos que contamos con un modelo de Estado social en el que la 

democracia participativa importa, de lege ferenda se debe considerar, que si resulta 

necesaria la pervivencia de este filtro, se debe establecer una regla procedimental, en la 

que además del criterio político se ventile un criterio material en el que se analice la 

propuesta presentada, junto con la satisfacción de los antecedentes necesarios, y el 

cumplimiento de los requisitos que en sede prelegislativa hallan llevado a la elaboración 

de su plan de acción; todo ello fundado sobre un estudio sobre su 

procedencia/improcedencia política y técnica10, donde los actores expliquen, de cara a la 

sociedad, las razones por las que se adopta una u otra determinación, evitando que estos 

trámites se cierren sobre sí mismos11. 

Superada esta etapa, ya en fase constitutiva, se debe establecer una diferenciación entre 

las actividades que se realizan en fase de Comisión (dictamen, ponencia, informe y 

enmiendas) y en el Pleno de cada Cámara, a fin de evitar la reiteración innecesaria de 

lecturas, y la discusión de «pormenores insignificantes o disputas insultas»12. En 

consecuencia, en el primer escenario se deberá otorgar relevancia a los aspectos técnicos 

de la iniciativa, por sobre los aspectos políticos (sin abandonarlos) a fin lograr un correcto 

flujo entre negociación política y calidad técnica como complementos, así mismo, se 

deberá reconocer que las fases de discusión y dictamen no constituyen fases desgajadas, 

siendo la primera de carácter descriptivo/orientativo y la segunda de corte consultivo. Ya 

en el Pleno, cobrara preponderancia la esfera política sin que su alcance permita el 

sacrificio del trabajo que técnicamente se ha realizado, por lo que las variaciones que se 

surtan en este escenario no deberán fundamentarse en el simple criterio de las mayorías, 

sino sustentarse discursiva, empírica, documental y técnicamente, situación que lleva a la 

necesidad de que el parlamentario para votar, deba sustentar su posición mediante la 

satisfacción de un deber de deliberación reforzado, como exteriorización del ejercicio de 

su representación democrática. 

 
10 Igual consideración deberá realizarse a las enmiendas a la totalidad, donde el Pleno debate in totum el 

corazón de la propuesta para decidir su devolución o la presentación de un texto alternativo completamente 

nuevo. 
11 Vid. DÍEZ RIPOLLÉS, José Luis, La racionalidad…, op. Cit., p. 52. 
12 Vid. PENDAS GARCÍA, Benigno, Procedimiento legislativo…, op. Cit., p. 99. 
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IX. En fase postlegislativa, si se toma en serio el proceso legislativo conforme a las 

fases planteadas y se adoptan las medidas necesarias para su cumplimiento, se conformará 

un proceso circular que retroalimentará las fases que le preceden y le suceden, por lo que 

en esta etapa se procederá a la evaluación ex post de los resultados esperados con la 

iniciativa, a fin de verificar los resultados obtenidos y definir si es necesaria la 

circularización de un nuevo proceso prelegislativo y legislativo, dirigido a mejorar las 

deficiencias que se hayan verificado en esta fase.  

Desde la función de intervención del Tribunal Constitucional, la verificación del 

cumplimiento de ciertos requisitos procedimentales dentro del rito legislativo ─en todas 

sus fases─, de lege ferenda constituye un elemento que debe ser contemplado, pues su 

pretermisión puede aparejar la vulneración de principios y valores constitucionales que, 

ante la presencia de la no regla, han sido permitidos y tolerados, siendo la fase 

prelegislativa, la etapa más huérfana de atención, al ser considerada una etapa 

administrativa que no hace parte del proceso legislativo; facilitando así la realización de 

ciertas injerencias que en el fondo, comprometen, y hasta condicionan, la futura decisión 

legislativa. En este sentido, la postura sistemáticamente sostenida por el TC desde la 

sentencia 108/1986 debe evolucionar, de una parte, hacia el reconocimiento de la fase 

prelegislativa como integrante del proceso de toma de decisiones13, y de otra, reconocer 

que la interpretación acerca de la falta de denuncia en las Cortes Generales sobre un 

documento considerado como necesario, no puede ser disponible en atención a que, ni el 

texto constitucional, ni los debates surtidos durante el trámite para su aprobación14, 

consideraron esa opción como posible. Por lo tanto, la jurisprudencia sentada por el TC 

ha desbordado su función de intérprete, haciendo prevalecer el poder constituido por 

sobre la intención manifestada por el poder constituyente. Por último, se debe hacer 

traslación de la actual deferencia al legislador ─residuo del mito ilustrado del legislador 

racional─ y asignársela a su producto, o al menos, imponerle condiciones para su 

invocación. 

X. Las conclusiones anteriores demuestran, con carácter general, que el proceso 

legislativo va más allá del debate que se surte en el Parlamento, y que a su alrededor se 

ciernen cuestiones que, sin estar reguladas existen y comprometen el antes, durante, y 

 
13 Por hacer parte del bloque de constitucionalidad, como se expone en la investigación, y porque con esta 

negación el TC sólo está posponiendo el análisis de fondo de la cuestión para una ulterior e indeterminada 

oportunidad. 
14 Vid. Capítulo II, primera parte, punto 2.3.1., b.  
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después del proceso legislativo. La realidad de estos aspectos se analizó desde un caso 

concreto, escogiéndose los trámites y fases surtidas para la incorporación de la prisión 

permanente revisable en España. Allí, variando el criterio utilizado por la doctrina para 

rechazar esta nueva modalidad de pena, se analizó la debilidad argumental desde aspectos 

referidos a su conveniencia y oportunidad; la invocación de principios penales y 

constitucionales; el sustento ofrecido, y el espíritu del proyecto de ley; las discusiones a 

lo largo de la tramitación parlamentaria, y el desinterés por atender la opinión experta. 

Desde el análisis de constitucionalidad, reiterando la necesidad de variación de la STC 

108/1986, ante la recepción de informes preceptivos para anteproyectos modificados. No 

obstante, en el caso concreto, sin necesidad de variación jurisprudencial, el TC se apartó 

de la sentencia mencionada, pues en reiteradas ocasiones los parlamentarios denunciaron 

la falta de informes preceptivos, a raíz del cambio de anteproyectos, lo que en fondo 

equivale a una ausencia de antecedentes necesarios que impiden su pronunciamiento. 

Pese a ello el TC consideró constitucional la nueva medida penal, y transgredió no solo 

la CE, sino también su propia jurisprudencia.   

XI. Respecto del proceso legislativo penal colombiano, en la primera parte del capítulo 

III, siguiendo el método realizado para España, se indagó por los facultados 

constitucionales para presentar este tipo de iniciativas, y luego se revisaron las realidades 

y expectativas de este proceso. Sobre el primer punto encontramos que, a diferencia otros 

sistemas jurídicos latinoamericanos, en Colombia se registra un nutrido grupo de 

habilitados constitucionales con potestad de presentación de iniciativas penal (Gobierno, 

Congreso de la República, Entes de Creación constitucional ─sujeto al ámbito de su 

competencia─ y ciudadanía). En esa fase advertimos la necesidad de que las iniciativas 

gubernamentales, ante la existencia de fronteras difusas que permitan diferenciar su 

alcance, en el caso de presentación de iniciativas con contenido penal, cuenten, desde la 

fase prelegislativa, con la autorización o visto bueno del Ministerio de Justicia como 

requisito para acceder fases subsecuentes. 

XII). Entrados en el íter legislativo colombiano, retomamos la propuesta de estructura 

en tres niveles del proceso legislativo (prelegislativo, legislativo y postlegislativo) al que 

ya hicimos referencia. En el nivel prelegislativo advertimos la existencia de dos subfases 

con las que se hace evidente la existencia de algo más que una fase gubernativa o 

administrativa, y que se cierne con anticipación mediante la generación de procesos 
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espontáneos15 surgidos a partir de hechos sociales subyacentes que pueden llevar ─luego 

de cumplidos ciertos requisitos─ a la futura presentación de la iniciativa legislativa. En 

ese lugar apuntamos que denominar como momento institucionalizado16 la fase en la que 

las burocracias gubernamentales deciden intervenir resulta insuficiente, por lo que 

sugerimos la apelación a ese escenario como momento social –popular e 

institucionalizado, al ser más inclusivo, conforme a ciertas realidades y estar mejor 

adaptado. En cuanto a la regulación del escenario prelegislativo colombiano, se evidenció 

ausencia total de regulación en el texto constitucional y reglamentario sobre los requisitos 

que se precisan para presentar proyectos de ley de contenido penal. La única orden sobre 

la materia la establece el artículo 145 de la LORC donde se señala que para presentar 

éstas, solo es necesaria su presentación en original, dos copias, y que contenga un título, 

un encabezado, una parte dispositiva y una exposición de motivos. Más gravoso es, que 

las mismas condiciones se imponen para la presentación de proyectos de acto legislativo 

con los que se reforma la Constitución.  

XIII. Como consecuencia de lo anterior, se sugirió que en materia penal, por el nivel 

de exposición al compromiso de derechos y garantías fundamentales, al momento de la 

activación de la fase legislativa, el presidente o el secretario General de la Cámara 

respectiva, se encargue de verificar formalmente, el cumplimiento de ciertos requisitos 

que el Gobierno ha venido efectuando a sus ministros mediante directivas presidenciales 

(02 de 2006 y 06 de 2008) que, sin ser vinculantes para el poder legislativo, pueden 

constituir un primer filtro de control al asemejarse a la satisfacción de requisitos asociados 

a principios de buena regulación; de igual manera, como refuerzo a la orden emitida a la 

directiva presidencial 06 de 2008, se proponía que en esa fase se realizara un control 

formal al cumplimiento del estándar de constitucionalidad mínimo para un política 

criminal respetuosa de los derechos humanos, en los términos declarados por la Corte 

Constitucional mediante sentencia T-762 de 2015. El control en esta fase equivaldría a 

las que realizan las oficinas de reparto de los juzgados del país, quienes no se ocupan del 

contenido de la demanda, sino de la verificación de que ésta contenga la documentación 

que formalmente se requiere para su trámite por parte del juzgado al que se le asigna, y 

que, en caso de no aportación, se abstenga de repartir hasta tanto no sea satisfecho ese 

 
15 Vid. DÍEZ RIPOLLÉS, José Luis, op. Cit., p. 20. 
16 Vid. Op. Cit., pp. 42-50. 
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requisito17. Asignado el asunto a la Comisión Constitucional competente, y previo a la 

asignación de ponente, se sugirió, en aplicación del principio de especialidad, la 

realización de un control material a la iniciativa por parte de la presidencia de esa 

Comisión y de la mesa directiva18. Esta función fue nuevamente comparada a la realizada 

en el sistema judicial, previo a la admisión de la demanda, donde el Juez verifica 

materialmente los hechos formulados (exposición de motivos), su adecuación con las 

pretensiones (objetivos y estrategias), y el sustento probatorio en que se apoya lo afirmado 

(sustento empírico, y demás apoyo científico) para decidir si admite o no la demanda 

(iniciativa legislativa o constitucional), a fin de trabar la relación jurídico-procesal 

(ponencia y primer debate). Respecto del trámite de ponencia y debates en Comisión y 

Pleno sin homologables, con sus respectivos matices, los argumentos vertidos para el 

escenario español, enfatizando en la necesidad del fortalecimiento del aspecto técnico y 

su mantenimiento a lo largo de los debates y negociaciones, al igual que la necesidad de 

justificación suficiente y del reforzamiento del deber de deliberación reforzado a lo largo 

de las fases del momento constitutivo. Adicionalmente, se recomendó la realización de 

unos pre-debates donde se permita la intervención de ciudadanos técnicos y legos, la 

realización de un mejor cribado en la contratación del personal perteneciente a las 

Unidades de Trabajo Legislativo de cada parlamentario, y la correcta utilización de la 

unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa del Congreso de la República, 

creada desde 2007, pero en la práctica, sin mayor eficacia práctica respecto del giro 

funcional que le fue encomendado. La aplicación de estos controles mejorará la 

realización de un proceso legislativo penal que, conforme a la jurisprudencia 

constitucional debe tramitarse por los cauces de la ley ordinaria. 

XIV.  La fase postlegislativa requerirá un análisis ex post de la legislación que a la 

fecha, en Colombia, no ha sido llevado a cabo, facilitando la presentación de normas 

simbólicas, represivas y populistas. Por su parte, la intervención de la Corte 

Constitucional podría ser más intenso en la revisión de los aspectos que componen el íter 

decisional legislativo, mediante la revisión del correcto cumplimiento de los aspectos 

formales y materiales requeridos para el trámite de las iniciativas, y el cumplimiento del 

deber de deliberación reforzado en los debates legislativos. El punto de partida de esta 

 
17 De hecho, se indicó que esta potestad no requeriría siquiera de actividad de lege ferenda, bastando para 

ello la invocación de los artículos 48 o 145 de la LORC, dependiendo del sujeto a quien se decida asignar 

esta facultad. 
18 De nuevo, sin siquiera ser necesaria la incorporación de un nuevo artículo a la LORC, sino simplemente 

en aplicación del artículo 148.  
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atribución se encontraría en su propia jurisprudencia, ya que desde la sentencia T-762 de 

2015, se ratificó por ese tribunal la pervivencia de un estado de cosas inconstitucional en 

las cárceles y establecimientos penitenciarios, ordenando la realización de un trabajo 

articulado entre todas las ramas del poder público (incluido el Ejecutivo y el Legislativo), 

para la consecución de un estándar constitucional mínimo de una política criminal 

respetuosa de los derechos humanos. Como se registró en el capítulo correspondiente, la 

expedición de estas y otras órdenes constituye un promisorio acercamiento a la 

materialización de un vademécum instrumental para la racionalidad legislativa en materia 

penal, que debería satisfacerse en sede prelegislativa; exigirse en la etapa legislativa; y 

verificarse a nivel postlegislativo. 

XV. Las dificultades denunciadas en cada una de las fases del proceso legislativo 

colombiano fueron analizadas en la práctica, mediante la verificación de los intentos 

realizados por el legislador para la incorporación de la prisión permanente revisable. Las 

conclusiones del estudio reflejan debilidades en el sustento ofrecido para la justificación 

de esta modalidad de pena; la posible materialización de intereses opacos, diversos a los 

mostrados a la sociedad por los interesados con el éxito de la iniciativa legislativa; la 

tendencia a invocar recurrentemente hechos de gran repercusión social e 

instrumentalización de las víctimas como medida populista para defender la propuesta; 

un aumento desmesurado ─y no evaluado─ de medidas represivo-sancionatorias y, el uso 

de afirmaciones sin sustento, con sesgos o simplemente desactualizada a lo largo de las 

fase legislativas.  

XVI. Ante el panorama anterior, se debe procurar el renacer de la teoría de la 

legislación para que mediante su uso se procure tender puentes entre vox populi, y vox 

peritus, –pero no solo eso– a fin de lograr su pervivencia dentro del proceso legislativo 

en todas sus fases. Adoptando una postura maximalista en la aplicación de los elementos 

que componen la teoría de la legislación, estimamos necesaria la consideración de reglas, 

principios y valores que hagan operativa esta teoría. Por lo tanto, cobrarán igual 

importancia aspectos como la táctica y la técnica de la legislación (al igual que la 

metódica y la analítica), como ejercicios que deben atenderse y regularse, en atención a 

las repercusiones que generan al interior de la toma de decisiones legislativas. 

Posiblemente, uno de los mayores problemas a los que se tiene que enfrentar el dogmático 

para hacer entender al legislador –y ahora también al prelegislador– la importancia por el 

respeto de los principios constitucionales, y el respeto por el edificio dogmático creado 

para el derecho penal desde tiempos de la ilustración se residencie en su desinterés por 
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conocer el alcance y límites que éstos deben tener. De esta manera, estos principios, por 

su textura abierta, han generado una indeterminación que le ha facilitado amoldarlo, a la 

medida más aproximada que necesita para el éxito de su interés legislable, argumento 

además el uso del amplio margen de configuración que lo habilita. Una teoría de la 

legislación maximalista podría ofrecer una versión más refinada de su poder interventor, 

evitando una percepción para el legislador, y el prelegislador, de que dichos principios 

constituyen invocaciones vacuas, disponibles y sin contenido concreto.  

XVII. Para la materialización de esta teoría hemos adoptado a nuestra teoría, los cinco 

niveles de racionalidad legislativa desarrollados por el profesor ATIENZA19, y ajustados 

para el derecho penal por el Profesor DÍEZ RIPOLLÉS20.  Sin embargo, teniendo en cuenta 

que la implantación de estos principios se desarrolla en un ambiente esencialmente 

político, hemos considerado necesario analizar las cuestiones que, desde la dinámica y la 

estática21 legislativa comprometen la decisión a adoptar, y para ello hemos comparado el 

proceso legislativo con el esquema propuesto por la teoría de juegos para concluir que 

nos encontramos ante un juego legislativo cíclico, o por etapas, en el que resulta relevante 

la atención a criterios como el escenario, los jugadores, las estrategias, la información con 

que se cuenta –pues ésta puede determinar los movimientos y proyectar los beneficios 

esperados con la decisión adoptada–. En desarrollo de este análisis pudimos percatarnos 

que, para la consecución de los fines inicialmente perseguidos con esta investigación, 

resultaba más relevante identificar las reglas que disciplinan el juego legislativo en cada 

una de sus fases, ya que las reglas de juego limitan la intervención de los jugadores y los 

obligan a ajustar sus objetivos, jugadas y movimientos, a las condiciones impuestas 

anticipadamente por las reglas, pues su incumplimiento puede sobrellevar efectos no 

deseados. Por lo tanto, haciendo uso de los principios estructurales y coyunturales 

propuestos dentro de los niveles de racionalidad legislativa penal, formulamos la 

posibilidad de aplicar en cada una de las fases, y con diferente alcance, una serie de reglas 

que hagan –en la medida de lo posible– la aplicación de estos principios. La propuesta de 

aplicación de reglas obedece a que éstas exigen un cumplimiento «de todo o nada», y por 

tanto, no pueden cumplirse o incumplirse relativamente, sino que exigen su satisfacción 

plena, llevando automáticamente a identificar si su contenido se satisfizo o se burló, 

 
19 Vid. ATIENZA, Manuel, Contribución…, op. Cit. 
20 Vid.  DÍEZ RIPOLLÉS, José Luis, La racionalidad…, op. Cit. 
21 Vid. ATIENZA, Manuel, Contribución…, op. Cit. pp. 58-71. 
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mediante la aplicación de un análisis disyuntivo22. Sin embargo, se aclara que esta 

fórmula deberá ser tenida en la mayor medida posible, sin desconocer la fase, el escenario 

y el hecho sometido a discusión. De esta manera, existirán, i). Reglas que por su grado de 

claridad como requisito de satisfacción puedan catalogarse como reglas «de todo o nada» 

(reglas procedimentales); ii). Reglas con fronteras difusas con relación a un principio, 

(reglas deónticas), que exigen la realización de comportamientos debidos, mas no 

necesarios23 y, iii). Normas que no planteen ningún comportamiento, ni permitan 

identificar una consecuencia jurídica en particular, que recibirán el trato de principio. 

Complementariamente, desde el punto de vista de la justificación, se solicitará el 

ofrecimiento de argumentos doxásticos y epistémicos, que contengan no sólo las 

opiniones personales o de partido sobre la iniciativa (los primeros), sino además los 

argumentos que desde lo empírico sustenten la tesis defendida (los segundos); siendo su 

límite el nivel de racionalidad ética como criterio justificador. 

 El control de estas reglas será transversal, debiendo satisfacerse desde la fase 

prelegislativa; ser exigido en fase legislativa, y verificado en fase postlegislativa, siendo 

además del resorte de la ciudadanía y la academia, su visibilización, exigencia, denuncia 

y control para la mejora del proceso legislativo penal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
22 Vid. DWORKIN, Ronald, Los derechos en serio, op. Cit., pp. 72-80; ALEXY, Robert, op. Cit., pp. 82-

86 
23 Vid. ROBLES, Gregorio, las reglas del derecho y las reglas de los juegos…, op. Cit., pp. 91-196. 
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AA.VV., Alternativas político-criminales frente al derecho penal de la aporofobia, 

(Coord. Demelsa Benito Sánchez, María Soledad Gil Nobajas), Valencia, Tirant Lo 

Blanch, 2022. 

AA.VV., Arquitectura política del miedo, Homenaje a Atilio Borón (Dir. Robinson 

Salazar Pérez, Nchamah Miller), Buenos Aires, Elaleph, 2010. 

AA.VV., Beccaria 250 años después: Dei delitti e delle pene. De la obra maestra a los 

becarios, (Dir. Jean Pierre Matus Acuña), Montevideo-Buenos Aires, 2011.  

AA.VV., Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, Comentario 

artículo por artículo, (Dir. Araceli Mangas Martín), Bilbao, Fundación BBVA, 2008.  

AA.VV., Comentario a la Constitución Española, 40 aniversario 1978-2018, T. I. Libro-

homenaje a Luis López Guerra (Dir. Pablo Pérez Tremps, Alejandro Saiz Arnaiz), 

Valencia, Tirant lo Blanch, 2018.  

AA.VV., Comentarios a la Constitución española de 1978, T. VII (Dir. Oscar Alzaga 

Villaamil), MERINO MERCHÁN, José Fernando, Madrid, Edersa, 1998.  

AA.VV., Comentarios a la Constitución española, XL aniversario, (Coord. Mercedes 

Pérez Manzano, Ignacio Borrajo Iniesta), Madrid, Wolters Kluwer, Boletín Oficial del 

Estado, Tribunal Constitucional, Ministerio de Justicia, 2018.  

AA.VV., Comentarios a la Constitución, (Dir. Fernando Garrido Falla), Madrid, Civitas, 

2001. 

AA.VV., Comentarios a las leyes políticas, Constitución española de 1978, T. VII, (Dir. 

Oscar Alzaga Villaamil), Madrid, Edersa.  

AA.VV., Compendio de lógica, argumentación y retórica, (Eds. Luis Vega Reñón, Paula 

Olmos Gómez), Madrid, Trotta.  

AA.VV., Constitución, política y administración, repensando la constitución + 4 

décadas después, (Coord. Joaquín Martín Cubas), Valencia, Tirant lo Blanch, 2020.  

AA.VV., Contornos y pliegues del derecho, Homenaje a Roberto Bergalli, (Coord. Iñaki 

Rivera Beiras, Héctor C. Silveira Gorski, Encarna Bodelón González, Amadeu Recasens 

i Brunet), Barcelona, Anthropos, 2006.  



 573 

AA.VV., Contra la cadena perpetua, (Eds. Luis Arroyo Zapatero, Juan Antonio 

Lascuraín Sánchez, Mercedes Pérez Manzano), Cuenca, Ediciones Universidad Castilla-

La Mancha, 2016.  

AA.VV., Criminal Law-making, theory and practice, (Ed. José Becerra Muñoz), 

Switzerland, Springer, 2021.  

AA.VV., Crítica y justificación del Derecho penal en el cambio de siglo, (Coord. Luis 

Arroyo Zapatero, Ulfrid Neumann, Adán Nieto Martín), Cuenca, Ediciones Universidad 

de Castilla La Mancha, 2003. 

AA.VV., Curso de técnica legislativa GRETEL, Serie de Técnica legislativa I, Madrid, 

Centro de Estudios Constitucionales, 1989.  

AA.VV., Debatiendo leyes. Estudios sobre justificación parlamentaria de la legislación, 

(Ed. Angel Daniel Oliver-Lalana), Madrid, Dykinson, 2022. 

AA.VV., Derecho penal liberal y dignidad humana: libro homenaje al Doctor Hernando 

Londoño Jiménez, (Coord. Fernando Velásquez Velásquez), Bogotá, Temis, 2005.  

AA.VV., Derecho Penal y Constitución, (Comp. Fernando Velásquez Velásquez, Renato 

Vargas Lozano), Bogotá, Universidad Sergio Arboleda. 

AA.VV., Derecho penal y política transnacional, (Coord. Silvina Bacigalupo Saggese, 

Manuel Cancio Meliá), Barcelona, Atelier, 2005. 

AA.VV., Diccionario universal de términos parlamentarios, (Coord. Francisco Berlín 

Valenzuela), México, 1998. 

AA.VV., Diez textos básicos de ciencia política, (Ed. Albert Batlle i Rubio), Barcelona, 

Ariel, 1992.  

AA.VV., Economía, sociedad y teoría de juegos, Madrid, McGraw-Hill, 2008. 

AA.VV., El control de la actividad estatal, Discrecionalidad, División de Poderes y 

Control Extrajudicial, T.I. (Dir. Enrique M. Alonso Regueira), Buenos Aires, Asociación 

de Docentes, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Universidad de Buenos Aires, 

2016.  

AA.VV., El Derecho y la justicia, (Eds. Ernesto Garzón Valdés, Francisco J. La porta), 

Madrid, Trotta, 2000. 

AA.VV., El nuevo Derecho Penal español, estudios Penales en memoria del Profesor 

José Manuel Valle Muñiz, (Coord. Gonzalo Quintero Olivares /Fermín Morales Prats), 

Navarra, Aranzadi, 2001. 

AA.VV., El Parlamento y sus transformaciones actuales, Jornadas organizadas por la 

Asamblea Regional de Murcia, (Ed. Ángel Garorena Morales), Madrid, Tecnos, 1990.  



 574 

AA.VV., El Poder Judicial en el Bicentenario de la Revolución Francesa, Madrid, 

Ministerio de Justicia, Centro de Estudios Judiciales, 1990. 

AA.VV., El principio de proporcionalidad penal, (Dir. Juan Antonio Lascuaraín 

Sánchez, Maximiliano Adolfo Rusconi), Madrid, Buenos Aires, Ad Hoc, 2014. 

AA.VV., El procedimiento legislativo, V Jornadas de derecho parlamentario, Madrid, 

Congreso de los Diputados, 1994.  

AA.VV., Elementos de técnica legislativa, (Coord. Miguel Carbonell, Susana Thalía 

Pedroza de la Llave), México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2000. 

AA.VV., Elementos para el análisis político. La Argentina y el Cono Sur en los '90, 

(Comp. Eugenio Kvaternik), Buenos Aires, Paidós, 1998. 

AA.VV., Emerging Trends in the Social and Behavioral Sciences: An Interdisciplinary, 

Searchable, (Co-Editors, Robert A. Scott, Marlis Buchmann, Stephen Kosslyn), New 

York, John Wiley & Sons Inc, 2015. 

AA.VV., En prisión. Realidades e intervención socioeducativa y drogodependencias en 

mujeres (Dir. Fanny T. Añaños Bedriñana), Madrid, Narcea, 2017. 

AA.VV., Enciclopedia Jurídica Básica, Tomo I, Civitas, Madrid, 1995.  

AA.VV., Enfoques y prácticas en la evaluación de programas, (Ed. Valéry Ridde, 

Christian Dagenais), Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 2015.  

AA.VV., Estudio crítico sobre el Anteproyecto de reforma penal de 2012, (Coord. Jacobo 
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